
 
 
 

 

TEXTO APROBADO EN PRIMER DEBATE POR LA COMISIÓN SEXTA 

CONSTITUCIONAL PERMANENTE DE LA HONORABLE CÁMARA DE 

REPRESENTANTES EN SESIÓN  DEL DÍA DOS (2)  DE MAYO  DE 2021, AL 

PROYECTO DE LEY No. 197 de 2020  CÁMARA 

 

“POR MEDIO DEL CUAL SE PROMUEVE LA INNOVACIÓN EN COLOMBIA Y 
SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” 

 

EL CONGRESO DE COLOMBIA 

DECRETA 

    

Artículo 1. Objeto. La presente Ley tiene como objeto promover la innovación en 
Colombia, consolidando ecosistemas de innovación en el territorio nacional. 

 

Artículo 2. Definiciones. Para efectos de la presente ley se entiende:  

Innovación: Según el Manual de Oslo, la innovación es la “introducción de un 
nuevo, o significativamente mejorado, producto (bien o servicio), de un proceso, 
de un nuevo método de comercialización, o de un nuevo método organizativo en 
las prácticas internas de la empresa, la organización del lugar de trabajo o las 
relaciones exteriores”. 

Fintech: Innovación financiera habilitada tecnológicamente, que resulta en nuevos 
modelos de negocio, aplicaciones, procesos o productos con un efecto material 
asociado sobre los mercados e instituciones financieras y la prestación de 
servicios financieros.  

Empresas de Crédito Digital: Aquellas empresas que desarrollan de forma 
profesional y habitual la actividad de crédito, mediante la colocación de recursos 
en virtud de la celebración de contratos de mutuo mercantil, con independencia de 
su tamaño, el tipo de producto o la modalidad de crédito que promocionan, los 
segmentos de la población colombiana que sirven, la forma de celebración, o los 



 
 

canales para su promoción sean presenciales, electrónicos o a través de 
corresponsales 

Canal no presencial: Aquellos en los que el consumidor es atendido de manera 
remota, tales como la banca móvil, el internet, los sistemas de audio respuesta 
(IVR), los centros de atención telefónica (Call Center, Contact Center) y los 
sistemas de acceso remoto para clientes.  

Crédito digital: Hace referencia al contrato de mutuo, que es el acuerdo de 
voluntades, en virtud del cual, una parte entrega a la otra una cierta cantidad de 
cosas fungibles, quedando obligada la parte que la recibe a restituir otras tantas 
del mismo género y calidad, a través de un canal no presencial. 

Interfaces de programación de aplicaciones informáticas:  Un conjunto de 
reglas y especificaciones, para que varios softwares o programas puedan 
comunicarse y facilitar su interacción. 

Open Banking: El intercambio y el aprovechamiento de los datos, por parte de los 
bancos con empresas y desarrolladores externos para crear aplicaciones y 
servicios, como los que proporcionan pagos en tiempo real, mayores opciones de 
transparencia financiera para los titulares de cuentas y oportunidades de 
marketing y venta cruzada.  

Centros de Trabajo Compartido: Centros donde emprendedores, micro y 
pequeños empresarios comparten un mismo espacio de trabajo físico, donde 
tienen acceso a escritorios u oficinas individuales y a otra variedad de servicios 
compartidos como salas de reuniones e impresoras, para desarrollar sus 
proyectos de forma independiente.  

 

Artículo 3. Entrega de información en el crédito digital: Previo al 
perfeccionamiento del crédito digital, la empresa de crédito digital deberá 
entregarle al respectivo deudor un documento (físico o electrónico) en donde se 
indique de manera clara, como mínimo: Que el contrato celebrado se trata de una 
operación de crédito, indicándose la modalidad en la que fue celebrado; el valor 
total financiado;  el valor de la cuota inicial, su forma y plazo para el pago o la 
constancia de que ya fue saldada, así como el valor de las cuotas subsiguientes; 
el saldo del crédito, y el número de cuotas en el que se pagará; la tasa de interés 
remuneratoria y moratoria; y la enumeración de las garantías constituidas por el 
deudor. 

 



 
 

Parágrafo. Aun cuando se dispone la obligación de una entrega de información 
mínima, las empresas de crédito digital también deben observar demás 
disposiciones sobre éste carácter, como las definidas en el Estatuto del 
Consumidor (Ley 1480 de 2011). 

 

Artículo 4. Sumas que reputan intereses: En las realización de crédito digital, se 
reputarán intereses, toda suma que reciba el acreedor directamente o por 
interpuesta persona, teniendo como causa el otorgamiento de un crédito, a título 
de depósito o de mutuo, así como aquellas sumas que el deudor pague por 
concepto de servicios vinculados directamente con el crédito. Así, debe 
entenderse incluidos en ellos, tanto lo que se cobra por ceder el beneficio de hacer 
uso del dinero, como por asumir el riesgo que ello representa y en general, todas 
las cargas de tipo accesorio que se derivan para el acreedor respectivo, con 
excepción de los impuestos directos que se causen.  

 

Artículo 5. Sumas que no reputan intereses: En la realización de crédito digital, 
no configuran intereses, aquellos rubros relacionados con los servicios adicionales 
de tipo tecnológico que sean complementarios al crédito , ni el pago por aquellos 
servicios que no se encuentren vinculados directamente al crédito, pero que el 
acreedor preste en favor de sus deudores, como podrían ser: cobro por el uso de 
la plataforma tecnológica, estudios de títulos y avalúos, estudio de idoneidad de 
garantías, gravamen a los Movimientos Financieros – GMF. Seguros, fianza, aval, 
IVA, Cuota de manejo de tarjeta de crédito o débito, sistemas de fidelización y 
membresías, tiendas virtuales, generación y descarga de certificados, 
Hipoteca/Garantía mobiliaria, Mantenimiento y disponibilidad del cupo de crédito, 
cobros por velocidad del desembolso, entre otras.  

 

Artículo 6. Conectividad por Open Banking:  Las Fintech y demás instituciones 
financieras, podrán establecer interfaces de programación de aplicaciones 
informáticas, que posibiliten la conectividad y acceso de otras interfaces 
desarrolladas o administradas por entidades financieras y terceros especializados 
en tecnologías de la información, con el fin de compartir los datos e información 
siguiente:  

- Datos financieros abiertos: son aquellos no contienen datos personales y/o 
sensibles, tales como información de productos y servicios que ofrecen al 
público general, la ubicación de sus oficinas y sucursales, cajeros 
automáticos u otros puntos de acceso a sus productos y servicios, entre 
otros y según sea aplicable. El uso de estos datos, aun cuando no 



 
 

contengan un carácter de datos personal, necesitan ser informados al 
consumidor mediante un aviso de privacidad, por medio del cual se le 
informa acerca de la existencia de las políticas de Tratamiento de 
información que le serán aplicables, la forma de acceder a las mismas, la 
forma en cómo se comparte la información entre los distintos actores y las 
finalidades del Tratamiento que se pretende dar. 
 

- Datos agregados: son los relativos a cualquier tipo de información 
estadística relacionada con operaciones realizadas por o a través de las 
entidades mencionadas en el primer párrafo de este artículo, sin contener 
un nivel de desagregación tal, que  puedan identificarse datos personales. 
El uso de estos datos, aun cuando no contengan un carácter de datos 
personal, necesitan ser informados al consumidor mediante un aviso de 
privacidad, por medio del cual se le informa acerca de la existencia de las 
políticas de Tratamiento de información que le serán aplicables, la forma de 
acceder a las mismas, la forma en cómo se comparte la información entre 
los distintos actores y las finalidades del Tratamiento que se pretende dar. 

 

- Datos transaccionales: son aquellos relacionados con el uso de un producto 
o servicio, incluyendo cuentas de depósito, créditos y medios de disposición 
contratados a nombre de los clientes de las entidades mencionadas en el 
primer párrafo de este artículo, entre otra información relacionada que los 
clientes hayan realizado o intentado realizar en su Infraestructura 
Tecnológica. Estos datos, en su carácter de datos personales de los 
clientes, solo podrán compartirse con la previa autorización expresa del 
consumidor.   
 
 

 

Artículo 7. Finalidad de la información compartida en materia de Open banking: 
La información mencionada en el artículo anterior, solo podrá ser utilizada para los 
fines estrictamente autorizados por el cliente y previendo el tratamiento de la 
misma, como lo define la ley 1581 de 2012, ley 1266 de 2008 y demás 
disposiciones que la complementen”.  
 
 
Parágrafo. Las entidades mencionadas en el primer párrafo de este artículo, 
deberán de interrumpir el acceso de información tan pronto el titular retire su 
consentimiento, existan vulnerabilidades que pongan en riesgo la información de 
sus clientes o el tercero incumpla con los términos y condiciones que se hayan 
pactado para el intercambio de información.   

 



 
 

Artículo 8. Regulación de la Conectividad por Open Banking. Dentro de los 
doce (12) meses siguientes a la expedición de la presente Ley, el Gobierno 
Nacional reglamentará la Conectividad por Open Banking para el intercambio y el 
aprovechamiento de los datos por parte de los bancos con empresas y 
desarrolladores externos para crear aplicaciones y servicios.  

 

Artículo 9. Regulación de servicios y productos financieros que usan 
tecnología (Fintech). Dentro de los doce (12) meses siguientes a la expedición 
de la presente Ley, el Gobierno Nacional reglamentará las iniciativas que usan la 
tecnología para crear soluciones financieras (fintech) como créditos online, 
plataformas de pago digitales y banca digital, entre otros.  
 

Artículo 10. Educación en nuevas economías. Dentro de los seis (6) meses 
siguientes a la expedición de la presente Ley, el Gobierno Nacional, establecerá 
vía decreto parámetros para la promoción de la innovación, en los niveles de 
educación básica primaria, básica secundaria y media en todos los 
establecimientos educativos de carácter oficial y privado del país.  
 
Dicha promoción se dará en el desarrollo de la jornada única, en el marco de la 
autonomía escolar y bajo la dirección del Ministerio de Educación Nacional, con el 
fin de promover la formación en ciencia, tecnología e innovación en los 
establecimientos educativos.  
 
El Plan Nacional de Desarrollo Educativo del que trata el artículo 72 de la Ley 115 
de 1994 deberá tener en cuenta los lineamientos estipulados por el decreto al que 
se refiere el presente artículo, como un factor determinante en su ejecución. 
Además, las entidades territoriales certificadas en educación, en ejercicio de las 
funciones de inspección y vigilancia que les hayan sido delegadas, verificarán que 
las instituciones educativas implementen y desarrollen el decreto al que se refiere 
el presente artículo. 
 
 Parágrafo 1: El decreto al que se refiere el presente artículo, se expedirá a la luz 
de la Ley 115 de 1994, sin perjuicio de la autonomía escolar que consagra la 
misma, y en virtud del artículo 70 de la Constitución Política donde se establece 
entre otros la enseñanza científica y técnica, y se promueve la investigación y la 
ciencia.  
 
Parágrafo 2: El Ministerio de Educación Nacional junto con el SENA, darán 
acompañamiento específico a los municipios del Decreto Ley 893 de 2017, con el 
propósito de acompañar a las Secretarías de Educación de los entes territoriales 
en la promoción de contenidos referidos a la innovación en los sectores 



 
 

agropecuario, agroecología, biotecnología, suelos y demás relacionados; en los 
niveles de educación básica primaria, básica secundaria y media en todos los 
establecimientos educativos de carácter oficial en el marco del Plan Especial de 
Educación Rural. 
 

Artículo 11. Centros de Trabajo Compartido. Dentro de los dos (2) años 
siguientes a la entrada en vigencia de la presente Ley, el Gobierno Nacional 
creará Centros de Trabajo Compartido en cada uno de los Municipios que de 
conformidad con la Ley 1551 de 2012 sean de categoría especial y los de 
categoría primera que a su vez sean capitales departamentales. Dichos centros, 
estarán dedicados al asentamiento de Microempresas y Pequeñas Empresas que 
en virtud de la Ley 590 del 2000 se dediquen a actividades de innovación. 

El Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación deberá acreditar que las 
actividades de las empresas allí asentadas, en efecto sean de base tecnológica y 
tengan un componente de innovación. El Ministerio de Comercio, Industria y 
Turismo, deberá proporcionar una oferta institucional permanente de 
acompañamiento y fortalecimiento a las empresas que operen desde allí. Los 
Centros de Trabajo Compartido, deberán tener una capacidad instalada para 
atender por lo menos cien (100) empresas en el caso de los Municipios de 
categoría especial y cincuenta empresas (50) en los Municipios de categoría 
primera. 

Dentro de los seis (6) meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente 
Ley, el Gobierno Nacional deberá reglamentar, vía decreto, los pormenores del 
establecimiento y funcionamiento de los Centros de Trabajo Compartido, 
incluyendo un tiempo máximo de permanencia para las empresas de un (1) año. 

Parágrafo 1: El Gobierno Nacional podrá delegar en los Distritos y Municipios la 
creación y operación de los Centros de Trabajo Compartido. 

Parágrafo 2: En todo caso, el Gobierno Nacional pondrá en funcionamiento 
Centros de Trabajo Compartido en capitales de departamento que tengan en su 
jurisdicción municipios previstos en el Decreto Ley 893 de 2017 con el propósito 
de desarrollar proyectos productivos y estimular procesos de innovación 
tecnológica, apoyar la generación y el fortalecimiento de actores líderes en 
innovación y desarrollo tecnológico, la modernización generalizada del aparato 
productivo, de capacidades en las nuevas tendencias del conocimiento, 
incrementar las capacidades de los actores locales,  el desarrollo de 
emprendimientos y proyectos productivos para contribuir a la generación de 
ingresos sostenibles da las poblaciones más vulnerables y promover la creación 
de empresas y asociaciones productivas, con visión de negocios, todo ello, en 
beneficio de la economía campesina, familiar y comunitaria. 



 
 

 

Artículo 12.  Índice de Capacidades para la Innovación Estatal. Créase el 

Índice de Capacidades para la Innovación Estatal. Dicho índice, deberá establecer 

el nivel de capacidades para innovar de las entidades públicas en sus procesos, 

métodos organizativos y demás prácticas internas. El Departamento Nacional de 

Planeación será el responsable de establecer los parámetros de dicho índice con 

el apoyo del Departamento Administrativo de la Función Pública y del Ministerio de 

Ciencia, Tecnología e Innovación. El mismo, deberá ser realizado, administrado y 

actualizado por el Departamento Nacional de Planeación.  Dentro de los seis (6) 

meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente Ley, el Gobierno 

Nacional, vía decreto, reglamentará los pormenores del Índice de Capacidades 

para la Innovación Estatal.   

Parágrafo.  El índice también incluirá a entes territoriales de los cuales se cuente 

con información en las fuentes de cálculo del instrumento.   

 

Artículo 13. Incentivos a grandes empresas que apoyen a MIPYMES.  

Adiciónese al artículo 235-2 del Estatuto Tributario el siguiente numeral: 

9. Las empresas que cuenten con una planta de personal de más de 
doscientos (200) empleados y activos totales por un valor superior a quince 
mil (15.000) salarios mínimos mensuales legales vigentes, que contraten 
productos y servicios certificados por el Ministerio de Ciencia, Tecnología e 
Innovación, como innovadores, con Microempresas, Pequeñas Empresas y 
Medianas Empresas definidas por la Ley 590 de 2000, podrán ser sujeto de 
reducciones en el Impuesto de Renta hasta el 30% de la renta líquida 
gravable.  

 

Artículo 14. Vigencia y derogatorias. La presente Ley rige a partir de su 
promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias. 

 

 

 

 



 
 

CAMARA DE REPRESENTANTES. – COMISION SEXTA CONSTITUCIONAL 
PERMANENTE. 2 de mayo de 2021. – En sesión de la fecha fue aprobado en 
primer debate y en los términos anteriores el Proyecto de Ley No. 197 de 2020 
CÁMARA “POR MEDIO DEL CUAL SE PROMUEVE LA INNOVACIÓN EN 
COLOMBIA Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”, (Acta No. 035 de 2021) 
previo anuncio de su votación en sesión ordinaria del día 1 de mayo de 2021 
según Acta No. 034 de 2021; respectivamente, en cumplimiento del artículo 8º del 
Acto Legislativo 01 de 2003.  

 

Lo anterior con el fin de que el citado proyecto siga su curso legal en segundo 

debate en la plenaria de la Cámara de Representantes. 
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